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 Se ha extendido en España la convicción de que nuestro Estado de Derecho, 

fundamento del orden constitucional democrático, sufre desde hace años un continuo 

proceso de descomposición. Se trata de un deterioro manifestado en una progresiva  

degradación de las leyes y de las instituciones encargadas de velar por su cumplimiento, 

y que alcanza ya niveles difíciles de soportar. 

 Pero no se trata de un proceso inevitable: El Gobierno, además de la información 

necesaria para percatarse del alcance de este problema, tiene la facultad real de parar ese 

proceso de descomposición con modificaciones legales que, sin representar costo 

presupuestario alguno, puede realizar cómodamente con la fuerza parlamentaria de que 

dispone. Necesita, eso sí, la capacidad para reconocer el problema, y la voluntad 

decidida de solucionarlo. 

 No podemos en este acto hacer una enumeración completa de los muchos 

supuestos en que se manifiesta esta descomposición. Pero mencionaremos los más 

graves, los percibidos como evidentes por los ciudadanos, y cuya solución resulta más 

accesible al Gobierno: 

 1º.- Existe una indiscutible desconfianza en los Tribunales de Justicia. No nos 

referimos a la que se basa en la secular carencia de medios materiales y personales, que 

ha sido un lamentable hábito de todos los gobiernos. Nos referimos a la desconfianza 

nacida de su real o aparente politización; fenómeno reciente de efectos demoledores que 

destruye en poco tiempo el crédito alcanzado en muchos años. Su origen está, entre 

otros factores, en la desnaturalización del perfil originario del Consejo General del 

Poder Judicial, órgano de gobierno de Jueces y Tribunales nacido justamente para 

preservar al Poder Judicial de intromisiones externas que impidan cumplir el mandato 

de interpretar y aplicar las leyes de forma independiente y responsable sin otro 

sometimiento que el del imperio de la ley. 

Para garantizarlo nació el Consejo, que cumplió eficazmente esta misión en sus 

comienzos, cuando su composición se ajustaba a las previsiones constitucionales del art. 

122. 

Pero los partidos políticos, situados extramuros del Poder Judicial, rompieron la 

esfera de su independencia, modificando el régimen del Consejo y entrando así  en ese 
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ámbito de exclusión de los intereses partidistas, creado precisamente en garantía de los 

derechos y libertades de los ciudadanos. 

El Tribunal Constitucional advirtió del riesgo: señaló que la lógica del Estado de 

partidos obliga a mantener al margen de su lucha ciertos ámbitos de poder y entre ellos 

el Poder Judicial. Y declaró que la existencia y aún la probabilidad de ese riesgo, creado 

por un precepto que hace posible una actuación contraria a la Constitución, parece 

aconsejar su reforma. 

A partir de ahí las modificaciones del régimen legal del Consejo no han 

solucionado el problema porque todas han consistido en sustituir su sistema originario 

por otro distinto, manteniendo siempre el común denominador de abandonar el diseño  

creado por la Constitución Española. 

La solución del problema no está en inventar nuevos modelos afectados de la 

misma deficiencia, la politización partidista, sino en recuperar el modelo creado por la 

Constitución, esto es, el que existió en España con eficacia entre 1980 y 1985. No hay 

que inventar lo que ya se inventó y funcionó durante 5 años cumpliendo su misión 

constitucional. Para eso no hace falta otra cosa que recuperar su perfil inicial mediante 

la modificación de la Ley Orgánica de 1985 haciendo uso para ello de los votos 

parlamentarios de los que dispone el gobierno. Así de fácil. 

 2º.- Asisten los españoles atónitos a un fenómeno cuya reiteración evidencia la 

más que dudosa vigencia del Estado de derecho en España. Me refiero a la 

desobediencia de resoluciones judiciales, incluso del Tribunal Supremo o del Tribunal 

Constitucional, cometidas por altas autoridades del Estado central o autonómico sin que 

de ello resulten consecuencias penales relevantes. 

Esto está sucediendo cuando adquieren tintes de dramatismo histórico las 

actitudes de retadora rebeldía y abierta deslealtad institucional, infringiendo las leyes 

vigentes, por algunos dignatarios de ciertas comunidades autónomas. Y ocurre en un 

país cuya Constitución atribuye al Poder Judicial con exclusividad el ejercicio de la 

jurisdicción, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, y proclama que sus Sentencias 

son de obligado cumplimiento. 

 

Lo que los ciudadanos no saben, porque no se les cuenta, es que mientras el 

particular que desobedece gravemente a un Tribunal comete un delito castigado con 
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privación de libertad de 1 año, cuando es una autoridad quien se niega abiertamente a 

dar debido cumplimiento a una resolución judicial la pena se reduce a una simple multa 

y a la inhabilitación para empleo o cargo público. 

Esta es toda la respuesta penal que el ordenamiento ofrece a todas esas conocidas 

actitudes de desobediencia y rebeldía exhibidas por autoridades autonómicas 

fundamentalmente, a las decisiones de los Tribunales. 

No es necesario recordar que en ningún país de nuestro entorno político y cultural 

sucede nada semejante. Es pues insólito seguir manteniendo en España tal pobreza en la 

respuesta jurídica por el Estado frente al incumplimiento de una regla democrática 

elemental como es que las Sentencias de los órganos judiciales deben cumplirse, y que 

las autoridades no están menos obligados que los particulares a la observancia de la Ley, 

sino incluso más, por razones de ejemplaridad, Ley cuyo contenido obligatorio se 

realiza materialmente en cada una de las Sentencias dictadas por los Tribunales de 

Justicia. 

Por consiguiente: es urgente reformar el Código Penal mediante una Ley 

Orgánica. Se debe dejar el actual y benigno art. 410 limitado a las desobediencias 

cometidas por funcionarios frente a sus superiores; sacar de una vez de este precepto las 

negativas de las autoridades a cumplir las resoluciones judiciales; y tipificar su 

gravísima conducta como lo que es, un delito contra la Constitución dentro del grupo de 

los delitos contra las instituciones del Estado y la división de poderes. 

El nuevo delito, que todavía no existe, deberá incluir una banda amplia entre los 

límites mínimo y máximo de la pena, con graduación dependiente de la gravedad de la 

desobediencia y de la jerarquía del desobediente y del órgano desobedecido. 

Se ha de solucionar de una vez el penoso espectáculo para el Estado de Derecho 

que se ofrece cuando el Estado responde con una ridícula multa la rebelde actitud de 

altas autoridades, que retan al Estado y al orden constitucional  incumpliendo sin el 

menor disimulo  las Sentencias de nuestros Tribunales. 

Para solucionar esto no hace falta ninguna partida presupuestaria. Basta sumar los 

votos necesarios para aprobar en el parlamento una Ley Orgánica de modificación del 

Código Penal. 

Por otra parte es aquí donde debe buscarse la solución sancionadora a la amenaza 

de celebración de un referéndum secesionista: No se debe castigar directamente su 

convocatoria como una acción criminal –lo que podría venderse en el exterior como 
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persecución de una popular consulta democrática- sino castigando, y muy severamente,  

la desobediencia al Tribunal que, tras declarar ilegal ese referéndum, prohibiera su 

celebración ordenando lo necesario para evitarlo. 

En cualquier país un referéndum está sometido a un régimen legal controlable por 

los Tribunales y en todos los países democráticos se entiende que desobedecer al 

Tribunal Supremo es un delito muy grave. 

Por lo tanto: que no se tipifique como delito la convocatoria. Establézcase  un 

urgente procedimiento judicial para impugnarla y obtener su prohibición por Sentencia. 

Y por supuesto actualícese la pena del delito de desobediencia a las Sentencias 

judiciales. Como en cualquier país democrático. 

3º.- Dejo para el final lo más grave, lo más llamativo. Algo que los ciudadanos 

ignoran porque no se les pasa por la imaginación que pueda ser verdad: 

En España hoy si un parlamento autonómico, tras la votación de sus miembros, 

proclama formalmente la secesión de una parte del territorio español erigiéndolo en 

Estado independiente, no se comete delito alguno. Repito: en la España de nuestros días 

eso no sería delictivo. Nadie incurriría en responsabilidades penales por perpetrar un 

ataque de esa naturaleza a la unidad nacional y al orden constitucional. 

Al margen de la invalidez jurídica de tal enormidad y de las vías de impugnación 

ante los órganos del Estado –que naturalmente serían olímpicamente ignorados por los 

secesionistas- no podría ni detenerse, ni juzgarse, ni castigarse a quienes hicieran tal 

cosa. Resulta paradójico que si fumaran en el local podrían ser sancionados y si 

condujeran después por la calle a excesiva velocidad podrían cometer un delito. Pero no 

por proclama la secesión de parte de España y por constituirse en Estado independiente. 

Por eso no: 

a). No sería un delito de traición, porque todas sus modalidades previstas en los 

arts. 581 y siguientes descansan exclusivamente en el supuesto de un conflicto bélico 

entre España y una potencia enemiga. Han sido barridas de su articulado todas las 

referencias a movimientos sediciosos y separatistas. Todas las tipologías de traición que 

antes se preveían tanto para conflictos de guerra con el enemigo exterior, como para 

conflictos armados internos provocados por sediciones separatistas, se han modificado 

para limitarlas al primer supuesto, o sea, al conflicto con enemigos exteriores. 
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b). Tampoco habría un delito de sedición: ésta se construye en los arts. 544 y 

siguientes sobre la base de un alzamiento público y tumultuario. Este es un concepto 

conectado con movimientos de masas que se desbordan en algarada callejera, y que 

tiene relación con la idea de motín, en el que se quebranta el orden público pero no 

necesariamente el orden constitucional. Pues bien, una declaración de independencia 

proclamada por una asamblea legislativa o por un gobierno autónomo atacaría 

gravísimamente el orden constitucional y la unidad de España, pero como en principio 

no afectaría al orden público callejero ni comportaría ningún alzamiento en forma de 

tumulto, resulta que no cabría hablar de sedición. 

c). Tampoco habría rebelión: su esencia está en que la rebelión implica también un 

alzamiento, para alguna de las finalidades señaladas en el art. 472 del Código Penal. 

Todas ellas se refieren a gravísimos ataques al orden constitucional, y la quinta 

precisamente consiste en la finalidad de “declarar la independencia de una parte del 

territorio nacional”. Ahora bien el problema está en que la norma exige que ese 

alzamiento, además de público, sea violento. Con ello quedan fuera del delito de 

rebelión los alzamientos que pudiéramos llamar pacíficos, por muy eficaces que sin 

embargo pudieran ser para la consecución de la independencia. 

Hay que decir sin embargo que esta situación de lastimosa deficiencia legal no ha 

existido siempre: recordemos que, instaurado el régimen parlamentario democrático, en 

el Código Penal anterior todavía vigente hasta 1995, la declaración de independencia de 

parte del territorio nacional se incluía entre los fines del alzamiento rebelde (art. 214) 

sin exigir requisito alguno de violencia. Es decir, la verdadera esencia del delito estaba 

en la finalidad independentista de la acción, y bastaba ese propósito, es decir la finalidad 

de los alzados de romper el orden constitucional, para cometer el delito. No se 

necesitaba la exigencia complementaria de que además se usara de la violencia. Lo que 

importaba al legislador era lo primero no lo segundo. 

Pero es que además el art. 217 prescindía incluso del alzamiento como requisito, 

castigando también como rebeldes a quienes cometieran “por astucia o por cualquier 

medio contrario a las leyes” algunos de los delitos del art. 214, o sea, la consecución de 

la declaración de la independencia de una parte del territorio nacional por medios 

distintos de un público alzamiento. 

Y tan claro era el propósito del legislador de defender el orden constitucional 

frente al secesionismo que castigaba también con 6 años 1 día a 12 años de prisión a 
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quienes “atentaren contra la integridad de a nación española o la independencia de 

todo o parte del territorio bajo una sola representación de su personalidad como tal 

nación”. 

Por cierto que este tipo penal, hoy lamentablemente suprimido en España, procede 

de una Ley de 1900, pasó al Código Penal de 1928 como traición, se mantuvo también 

como delito de rebelión en el código de la República de 1932,  y continúo en el Código 

Penal de 1944 y posteriores. El Código Penal de 1995 sin la menor  visión de futuro lo 

ha suprimido. Desde entonces ningún gobierno ha sido capaz de reintroducir esta figura 

penal de rebelión, dejando así a la intemperie la unidad nacional y orden constitucional 

frente a los movimientos secesionistas que son hoy una amenaza inmediata. 

Quizá pueda pensarse que por tratarse de una pura proclamación de independencia 

siempre se podría arreglar por la vía de la impugnación judicial. Pero no olvidemos lo 

apuntado anteriormente, a saber, que hoy en España la desobediencia al Tribunal que 

restableciese el derecho y declarase la ineficacia de la proclamación de independencia, 

carece de respuesta penal adecuada. 

Esta es la paupérrima defensa del orden constitucional que hoy brinda nuestro 

Código Penal, llamado pomposamente Código de la Democracia, frente a un hecho tan 

grave para la misma democracia como es la ruptura constitucional. Si esto sucediera se 

traspasarían los límites del debate político para entrar directamente en los libros de  

Historia. 

Creo que lo expuesto justifica sobradamente una actuación enérgica al respecto. El 

gobierno dispone de la mayoría parlamentaria para hacerlo. La pasividad frente a una 

laguna legal de este alcance y significación representa en las circunstancias actuales un 

incumplimiento inaceptable de sus deberes. 


